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Exp. 14.235

 

 

 

En el escrito que inicia las presentes actuaciones,  de fecha 9 de diciembre de 1997, los abogados Rosa María Márquez Abreu y Francisco Salvador Lugo Dorta, inscritos en el Inpreabogado bajos los Nos. 25.275 y 25.892, respectivamente, actuando con el  carácter de apoderados judiciales del SINDICATO AUTÓNOMO DE EMPLEADOS DEL INSTITUTO NACIONAL DE CANALIZACIONES (S.A.E.P.I.N.C.), acuden ante esta Sala a fin de solicitar, como en efecto solicitan en nombre de su representado, con fundamento en lo dispuesto por el numeral 24 del artículo 42 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, la interpretación del literal “K” de la cláusula 1º del Contrato Colectivo celebrado en fecha 6 de julio de 1993, en lo concerniente a la inclusión como sueldo o salario de todas las compensaciones, viáticos, asignaciones y cualquier otra prestación pecuniaria o de índole laboral que reciban los trabajadores del citado Instituto Autónomo.

 

El 11 de diciembre de 1997 se dio cuenta en Sala del referido escrito y los anexos acompañados y, por auto de igual fecha, se designó Ponente al Magistrado Alfredo Ducharne Alonzo, a los fines de decidir lo conducente.

 

Posteriormente,  en virtud de la entrada en vigencia de la nueva Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, publicada en la Gaceta Oficial  de  la República Nº 36.860, en fecha 10 de enero del 2000, se constituyó esta Sala Político Administrativa, integrada por los Magistrados Carlos Escarrá Malavé, José Rafael Tinoco-Smith y Levis Ignacio Zerpa, conforme a la designación efectuada por la Asamblea Nacional Constituyente en Decreto de fecha 22 de diciembre de 1999, motivo por el cual se designó ponente al Magistrado que con tal carácter suscribe la presente decisión.

Ahora bien, pendiente como está dicha solicitud de pronunciamiento dirigido a determinar su admisibilidad, pasa esta Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia a decidir lo conducente y en tal sentido observa:

 

I

 

1.- El numeral 24 del artículo 42 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, invocado por los referidos apoderados en su escrito como fundamento de la solicitud que formulan en nombre de su representado, atribuye a esta Sala competencia para conocer del recurso de interpretación de leyes, resolviendo las consultas que se le formulen acerca del alcance e inteligencia de los textos legales que contemplen expresamente entre sus disposiciones la posibilidad de ser interpretados a través de la especial vía de actuación contemplada en el citado dispositivo.

 

2.- En el presente caso, la sola lectura del escrito presentado ante esta Sala pone de manifiesto que los citados apoderados judiciales pretenden hacer uso de este específico medio a fin de lograr un pronunciamiento sobre el contenido y alcance de una cláusula de un contrato colectivo y no de un texto legal, en cuyas disposiciones se contemple expresamente la posibilidad de ser interpretado por esta Sala, con arreglo a lo dispuesto por el citado numeral 24 del artículo 42 de la Ley que rige las funciones de este Tribunal Supremo.

 

3.- Por otra parte, observa la Sala que,  si bien el numeral 14 del artículo 42 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia le atribuye competencia para conocer de las cuestiones de cualquier naturaleza que se susciten con motivo de la interpretación, cumplimiento, caducidad, nulidad, validez o resolución de los contratos administrativos en los cuales sea parte la República, los Estados y los Municipios,  lo que se solicita en el presente caso es la interpretación de una cláusula de un contrato colectivo que no ha sido celebrado por ninguna de las personas jurídico públicas territoriales mencionadas expresamente en dicho numeral, sino por un Instituto Autónomo,  adscrito a la Administración Pública Nacional Central.

 

4.- Pero adicionalmente, considera la Sala que en modo alguno cabe calificar dicha convención como un verdadero contrato administrativo, pues conforme a la reiterada jurisprudencia producida sobre tan especial modalidad de actuación de la Administración, la mera presencia de un ente público como parte de un contrato no constituye elemento suficiente para fundar su calificación como contrato administrativo, exigiéndose,  adicionalmente,  la presencia de otros índices reveladores de publicidad, entre los cuales destacan especialmente la consagración de cláusulas exorbitantes del Derecho común y, fundamentalmente, la previsión y sometimiento de las obligaciones y derechos que asumen las partes en virtud del contrato a un régimen jurídico preponderante de Derecho Público, elementos estos totalmente ausentes en la convención cuya interpretación se solicita en el presente caso.

 

 5.- Finalmente, no puede la Sala dejar de advertir que el instrumento poder consignado en autos por los abogados mencionados al inicio de la presente decisión, no satisface las exigencias contempladas en el artículo 155 del Código de Procedimiento Civil para los poderes judiciales, en tanto y en cuanto no se deja constancia en la correspondiente nota de autenticación de haber sido exhibidos al funcionario las gacetas, documentos o actas en los cuales conste la representación que ejercen los otorgantes, así como el fundamento de sus facultades, extremos estos exigibles también para los poderes judiciales otorgados por personas jurídicas que aspiren actuar ante este Supremo Tribunal, dada la remisión general que al citado texto adjetivo formula el artículo 88 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia.

 

II

 

En virtud de las anteriores consideraciones, esta Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia declara INADMISIBLE el recurso de interpretación ejercido por los abogados Rosa María Márquez Abreu y Francisco Salvador Lugo Dorta, en su carácter de apoderados judiciales del SINDICATO AUTÓNOMO DE EMPLEADOS DEL INSTITUTO NACIONAL DE CANALIZACIONES (S.A.E.P.I.N.C.).

 

Publíquese, regístrese y comuníquese. Archívese el expediente. Cúmplase lo ordenado.

 


Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los dieciséis días del mes de  marzo del año dos mil. Años: 189º de la Independencia y 141º de la Federación.

 

El Presidente – Ponente,

 

 

 

CARLOS ESCARRA MALAVE
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                    JOSE RAFAEL TINOCO-SMITH

 

LEVIS IGNACIO ZERPA

            Magistrado
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ANAIS MEJIA CALZADILLA

Fecha: 16-03-00

Nº Sent: 499

CEM/ggf.

Exp. Nº 14.235

